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tenida en cuenta en la inscripción de M. al haberse practicado con fecha 
27 de marzo de 2003.

4. Notificada la interesada, solicitó conservar los mismos apellidos 
conforme al artículo 199, ya que sus dos hermanos C. y C., habían sido 
inscritos de la misma forma.

5. Notificada la interposición del recurso al Ministerio Fiscal, éste 
interesó la confirmación de la calificación efectuada, en base a que el 
artículo 199 del Reglamento del Registro Civil no era de aplicación en este 
supuesto, ya que la interesada no había adquirido la nacionalidad espa-
ñola, sino que se había declarado su consolidación conforme al artículo 
18 del Código Civil. El Encargado del Registro remitió las actuaciones a la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, informando que no 
habían sido desvirtuados los razonamientos jurídicos que aconsejaron 
dictar la resolución, por lo que entendía que debía confirmarse.

Fundamentos de Derecho

I. Vistos los artículos 9 y 109 del Código Civil; 23, 53, 55 de la Ley del 
Registro Civil; 85 y 194 del Reglamento del Registro Civil y las Resolucio-
nes de 2-2.ª de julio, 6-1.ª y 3.ª, 20-2.ª y 26-2.ª y 3.ª de septiembre y 3-1.ª y 
18-4.ª de diciembre de 2002, 20 de marzo de 2003 y 8 de enero de 2004.

II. Para el extranjero con filiación determinada que adquiere la naciona-
lidad española han de consignarse, en principio, en su inscripción de naci-
miento en el Registro Civil español los apellidos fijados por tal filiación, 
según las leyes españolas, que se sobreponen a los usados de hecho (cfr. art. 
213, regla 1.ª, R.R.C.). Por esto ha de reflejarse en la inscripción de naci-
miento dichos apellidos, primero del padre y primero de la madre, según 
resulten de la certificación extranjera de nacimiento acompañada, como así 
ha decidido la calificación recurrida a la vista de la certificación de naci-
miento del interesado, nacido en el territorio del S. en 1958.

III. En efecto, el nombre y apellidos de la persona física ha venido 
desempeñando históricamente una función de control público de la iden-
tidad del individuo. Por ello, en Derecho Internacional Privado ha habido 
autores que han sostenido la aplicación de la Lex Fori al nombre de las 
personas físicas, ya que, se trataba de una materia muy vinculada al Dere-
cho Público o «regulada por leyes de policía o seguridad» en razón de su 
aludida funcionalidad. Sin embargo, y sin necesidad de negar la función 
identificadora o individualizadora del nombre y apellidos, función que 
hoy se mantiene (vid. art. 12 R.R.C.), en la actualidad está claramente 
asentada en la doctrina la consideración del nombre y apellidos como un 
derecho subjetivo de carácter privado vinculado a toda persona. Esta 
postura es la que sigue el art. 7 de la Convención de los derechos del niño: 
«el niño. tendrá derecho desde que nace a un nombre», y en el mismo 
sentido se pronuncia el art. 24.2 Pacto Internacional de Derechos Civiles 
y Políticos de 16 diciembre 1966.

A su vez, dentro de la categoría de los derechos subjetivos, hoy es pací-
fica la tesis que califica tal derecho como un derecho de la personalidad, ya 
sostenida en el siglo XIX por autores hoy clásicos, debiendo entenderse defi-
nitivamente superada su asimilación a los derechos de familia o de propie-
dad. Igualmente deben entenderse hoy superadas las reticencias para la 
aceptación del carácter de auténticos derechos subjetivos de los derechos 
de la personalidad, y en consecuencia del derecho al nombre y apellidos, que 
la dogmática alemana del siglo XIX negaba bajo el argumento de la imposibi-
lidad de convertir a la persona en sujeto y objeto de un mismo derecho.

IV. En función de esta caracterización jurídica del derecho al nombre y 
a los apellidos éstos reciben el trato común de los derechos vinculados al 
estatuto personal en la mayor parte de los países de nuestro entorno euro-
peo, y así en el caso concreto del Derecho español quedan sometidos a la ley 
nacional del individuo, conforme al artículo 9 n.º 1 del Código civil. Por ello 
el nombre y los apellidos de los españoles se hayan regulados por la ley espa-
ñola, básicamente integrada en la materia por los artículos 109 del Código 
civil y 55 de la Ley del Registro Civil y sus concordantes del Reglamento del 
Registro Civil.

Pero no sólo los nombres y apellidos de los españoles constan en el 
Registro Civil español. En ocasiones, el nombre y apellidos de un extran-
jero deben acceder también al Registro Civil español, por ejemplo en caso 
de que el extranjero haya nacido en España. En dichos casos, la compe-
tencia de las autoridades registrales españolas deriva del art. 15 Ley del 
Registro Civil. Es por ello que tales autoridades, esto es, los Encargados 
de los Registros civiles municipales y consulares españoles y también la 
Dirección General de los Registros y del Notariado tienen necesidad de 
conocer la ley aplicable en tales casos internacionales.

A este respecto ha de recordarse que el Convenio n° 19 de la Comisión 
Internacional del Estado Civil, hecho en M., el 5 de septiembre de 1980 
(en vigor para E. desde el 1 de enero de 1990), sobre la ley aplicable a los 
apellidos y los nombres, quiso establecer reglas comúnes de Derecho 
Internacional Privado en la materia y sometió la determinación de los 
apellidos y de los nombres de una persona a la ley, (incluido el Derecho 
Internacional Privado), del Estado del que es natural.

V. No obstante, por lo que aquí interesa, se ha de destacar que el citado 
Convenio no prevé el tema del conflicto móvil, esto es, las situaciones de 

los efectos derivados sobre los apellidos del cambio sobrevenido de la 
nacionalidad de la persona. La solución a esta laguna legal no está directa-
mente contemplada, lo que ha dado lugar a la aparición de dos tesis antagó-
nicas sobre la materia. La primera, que puede calificarse como «tesis de la 
irretroactividad», postula la solución de entender que el apellido perma-
nece tal y como se fijó con arreglo a la Ley nacional anterior y no debe ser 
cambiado aunque el sujeto adquiera una nueva nacionalidad. Plantea esta 
tesis el inconveniente de que hijos de los mismos padres pueden ostentar 
apellidos diferentes, pero presenta la ventaja de la continuidad de la deno-
minación del sujeto. La segunda, designada como «tesis de la retroactivi-
dad», llega a la conclusión contraria entendiendo que el sujeto que cambia 
de nacionalidad debe cambiar de apellido para adecuarlo a su nueva Ley 
nacional. Es ésta la tesis que ha encontrado acogida en la doctrina oficial de 
la Dirección General de los Registros y del Notariado (cfr. Resoluciones de 
5 de marzo de 1997, 10-2.ª de septiembre de 2003, etc).

Ciertamente esta interpretación presenta el inconveniente de que da 
lugar a un cambio forzoso de los apellidos de la persona que ha visto 
modificado su estatuto nacional. Para evitar ese inconveniente, la nueva 
Ley nacional puede establecer mecanismos para conservar los apellidos 
ostentados con arreglo a la Ley nacional anterior, con el fin de evitar los 
efectos indeseados de un cambio forzoso de apellidos. Exactamente esto 
es lo que hace en nuestro Derecho el artículo 199 del Reglamento del 
Registro Civil, habilitando un plazo de caducidad de dos meses siguientes 
a la adquisición de la nacionalidad española para manifestar la voluntad 
de conservar los apellidos. Se trata de un caso de ultra-aplicación de la ley 
nacional anterior que prolonga su aplicación en el tiempo respecto de un 
sujeto que pierde la nacionalidad anterior al adquirir la española.

VI. Ahora bien, el citado artículo 199 del Reglamento del Registro 
Civil que, como se ha indicado, permite al extranjero que adquiere la 
nacionalidad española conservar los apellidos que le venían identificando 
según su anterior estatuto personal, no es aplicable al caso presente que 
no se refiere a un ciudadano extranjero que se haya naturalizado español, 
sino a un español que ha consolidado la nacionalidad española por la vía 
del artículo 18 del Código civil y, consecuentemente, los apellidos que le 
corresponden son los de «A.» (cfr. art. 194 R.R.C.).

Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar la calificación realizada.

Madrid, 23 de febrero de 2006.–La Directora general, Pilar Blanco-
Morales Limones. 

MINISTERIO 
DE ECONOMÍA Y HACIENDA

 7633 RESOLUCIÓN de 20 de abril de 2006, de la Dirección 
General del Tesoro y Política Financiera, por la que se 
hacen públicos los resultados de las subastas de Letras del 
Tesoro a doce y dieciocho meses correspondientes a las 
emisiones de fecha 21 de abril de 2006.

La Orden del Ministerio de Economía y Hacienda EHA/4247/2005, de 
30 de diciembre, de aplicación a la Deuda del Estado que se emita durante 
2006 y enero de 2007 establece, en su apartado 5.4.8.3.b), la preceptiva 
publicación en el B.O.E. de los resultados de las subastas mediante Reso-
lución de esta Dirección General.

Convocadas las subastas de Letras del Tesoro a doce y dieciocho 
meses por Resolución de la Dirección General del Tesoro y Política Finan-
ciera de 17 de enero de 2006, y una vez resueltas las convocadas para el 
pasado día 19 de abril, es necesario hacer público su resultado.

En consecuencia, esta Dirección General del Tesoro y Política Finan-
ciera hace público:

1. Letras del Tesoro a doce meses.

a) Fechas de emisión y de amortización de las Letras del Tesoro que 
se emiten:

Fecha de emisión: 21 de abril de 2006.
Fecha de amortización: 20 de abril de 2007.

b) Importes nominales solicitados y adjudicados:

Importe nominal solicitado: 2.373,801 millones de euros.
Importe nominal adjudicado: 938,771 millones de euros.
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c) Precios y tipos efectivos de interés:

Tipo de interés máximo aceptado: 3,048 por 100.
Tipo de interés medio ponderado: 3,030 por 100.
Precio equivalente al tipo de interés máximo: 97,011 por 100.
Precio equivalente al tipo de interés medio ponderado: 97,028

por 100.

d) Importes a ingresar para las peticiones aceptadas: 

Tipo de interés solicitado
–

Porcentaje

Importe nominal
–

Millones de euros

Precio de adjudicación
–

Porcentaje

   
3,048  50,000 97,011
3,047  50,000 97,012
3,045  75,000 97,014
3,044  100,000 97,014
3,040  53,000 97,018
3,038  0,200 97,020
3,035  110,000 97,023
3,031  3,700 97,027
3,030 

e inferiores
 496,871 97,028

 2. Letras del Tesoro a dieciocho meses.

a) Fechas de emisión y de amortización de las Letras del Tesoro que 
se emiten:

Fecha de emisión: 21 de abril de 2006.
Fecha de amortización: 19 de octubre de 2007.

b) Importes nominales solicitados y adjudicados:

Importe nominal solicitado: 2.716,169 millones de euros.
Importe nominal adjudicado: 1.372,969 millones de euros.

c) Precios y tipos efectivos de interés:

Tipo de interés máximo aceptado: 3,212 por 100.
Tipo de interés medio ponderado: 3,207 por 100.
Precio equivalente al tipo de interés máximo: 95,319 por 100.
Precio equivalente al tipo de interés medio ponderado: 95,326

por 100.

d) Importes a ingresar para las peticiones aceptadas: 

Tipo de interés solicitado
–

Porcentaje

Importe nominal
–

Millones de euros

Precio de adjudicación
–

Porcentaje

   
3,212 220,000 95,319
3,211  63,000 95,320
3,210 186,000 95,321
3,209 100,000 95,323
3,208 200,000 95,324
3,205

e inferiores
603,969 95,326

 3. Las peticiones no competitivas se adjudican en su totalidad al 
precio equivalente al tipo de interés medio ponderado resultante en la 
subasta, por lo que se desembolsará el 97´028 y 95´326 por 100, respectiva-
mente, del importe nominal adjudicado de Letras del Tesoro a doce y 
dieciocho meses.

4. Segundas vueltas: No se han presentado peticiones a las segundas 
vueltas de estas subastas.

5. Aunque los precios de las peticiones competitivas y no competiti-
vas, se publican con tres decimales, según establece la Orden EHA/4247/
2005, en su apartado 5.4.8.2.c), a efectos del cálculo del importe a pagar 
por el nominal adjudicado en cada petición los precios se aplican con 
todos los decimales.

Madrid, 20 de abril de 2006.–La Directora general, Soledad Núñez 
Ramos. 

 7634 RESOLUCIÓN de 21 de abril de 2006, de la Dirección 
General del Tesoro y Política Financiera, por la que se 
dispone la emisión de Obligaciones del Estado a diez años 
en el mes de mayo de 2006 y se convoca la correspondiente 
subasta.

La Orden del Ministerio de Economía y Hacienda EHA/4247/2005, de 
30 de diciembre, ha autorizado a la Dirección General del Tesoro y Polí-
tica Financiera a emitir Deuda del Estado durante el año 2006 y el mes de 
enero de 2007, y ha regulado el marco al que deberán ajustarse las emisio-
nes, señalando los instrumentos en que podrán materializarse, entre los 
que se encuentran los Bonos y Obligaciones del Estado denominados en 
euros, y estableciendo los procedimientos y normas de emisión, que bási-
camente son una prórroga de los vigentes en 2005.

En virtud de dicha autorización, la Resolución de 17 de enero de 2006 
de esta Dirección General reguló el desarrollo y resolución de las subas-
tas de Bonos y Obligaciones del Estado e hizo público el calendario de 
subastas ordinarias para el año 2006 y el mes de enero de 2007, determi-
nando que, para flexibilizar dicho calendario, el plazo de los valores a 
poner en oferta se fijaría trimestralmente, tras consulta con los Creadores 
de Mercado, en función de las condiciones de los mercados y del desarro-
llo de las emisiones durante el año.

Para cumplimiento del calendario anunciado por esta Dirección Gene-
ral respecto de la Deuda a poner en oferta durante el segundo trimestre de 
2006, es necesario fijar las características de las Obligaciones del Estado 
a diez años que se pondrán en circulación en el próximo mes de mayo y 
convocar la correspondiente subasta. A tal efecto, dada la posibilidad de 
poner en oferta emisiones que sean ampliación de otras realizadas con 
anterioridad, a fin de completar el volumen que requieren para garantizar 
su liquidez en los mercados secundarios, se considera conveniente poner 
en oferta un nuevo tramo de la referencia que se viene emitiendo y que 
tiene la calificación de Bonos segregables, de acuerdo con lo previsto en 
la Orden de 19 de junio de 1997.

Por otra parte, según se autoriza en el apartado 5.3.2. de la Orden 
EHA/4247/2005, y previa consulta a los Creadores de Mercado, se ha con-
siderado oportuno no emitir Bonos del Estado en el mes de mayo de 2006. 
En consecuencia, no se convoca la subasta ordinaria prevista a tal efecto, 
publicada en el calendario del apartado 1 de la Resolución de 17 de enero 
de 2006.

Por todo ello, en virtud de las autorizaciones contenidas en la citada 
Orden EHA/4247/2005,

Esta Dirección General ha resuelto:

1. Disponer la emisión en el mes de mayo de 2006 de Obligaciones 
del Estado a diez años denominadas en euros y convocar la correspon-
diente subasta, que habrá de celebrarse de acuerdo con lo previsto en la 
Orden del Ministerio de Economía y Hacienda EHA/4247/2005, de 30 de 
diciembre, en la Resolución de 17 de enero de 2006 de la Dirección Gene-
ral del Tesoro y Política Financiera y en la presente Resolución.

2. Características de las Obligaciones en euros que se emiten.

a) El tipo de interés nominal anual y las fechas de amortización y de 
vencimiento de cupones serán los mismos que se establecieron por esta 
Dirección General en la Resolución de 5 de septiembre de 2005 para la 
emisión de Obligaciones del Estado a diez años al 3,15 por 100, venci-
miento el 31 de enero de 2016, siendo el primer cupón a pagar, por su 
importe completo, el de 31 de enero de 2007.

b) De conformidad con lo previsto en el número 2 de la Orden de 19 
de junio de 1997, las Obligaciones que se emiten tienen la calificación de 
Bonos segregables.

3.  La subasta tendrá lugar el próximo día 18 de mayo, conforme al 
calendario hecho público en el apartado 1. de la Resolución de 17 de 
enero de 2006. El precio de las peticiones competitivas que se presenten 
a la subasta se consignará en tanto por ciento con dos decimales, el 
segundo de los cuales podrá ser cualquier número entre el cero y el 
nueve, ambos incluidos, y se formulará excupón. A este respecto, el 
cupón corrido de los valores que se ponen en oferta, calculado de la 
forma que se establece en el apartado 5.4.8.3.d) de la Orden EHA/4247/2005, 
es el 0,97 por 100.

4. La segunda vuelta de la subasta, a la que tendrán acceso en exclu-
siva los Creadores de Mercado que actúan en el ámbito de los Bonos y 
Obligaciones del Estado, se desarrollará entre la resolución de la subasta 
y las doce horas del segundo día hábil posterior a su celebración, con-
forme a la normativa reguladora de estas entidades.

5. Las Obligaciones a diez años que se emitan se pondrán en circula-
ción el día 23 de mayo próximo, fecha de desembolso y adeudo en cuenta 
fijada en el apartado 1. de la Resolución de 17 de enero de 2006 para los 
titulares de cuentas en la Sociedad de Gestión de los Sistemas de Regis-
tro, Compensación y Liquidación de Valores, y se agregarán, en cada caso, 
a la emisión reseñada en el apartado 2.a) anterior, teniendo la considera-


